INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE FACULTA AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA DETERMINAR DEFINITIVAMENTE LOS LIMITES DE LAS COMUNAS CREADAS POR EL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1-3.260, DE 1981, DEL MINISTERIO DEL INTERIOR.


(BOLETÍN N° 57-06)

____________________________

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Gobierno tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley en segundo trámite constitucional, iniciado en moción de los Diputados señoras  Caraball y Maluenda y señores Dupré, Elizalde, Fantuzzi, Hamuy, Leay, Longueira, Rojo y Seguel, por el que se faculta al Presidente de la República para determinar los límites  de  las  comunas  creadas  en virtud del D.F.L. N° 1-3.260, de 1981, del Ministerio del Interior.


Además de sus miembros, a la sesión en que vuestra Comisión analizó esta materia concurrió la H. Senadora señora Feliú.

- - -

1.- Antecedentes del proyecto.


El decreto ley N° 3.260, de 1980, dividió la Región Metropolitana en un Área Metropolitana y cinco provincias, las cuales, a su vez, se subdividieron en las comunas que esa misma normativa consigna. Además, estableció el régimen de gobierno y de administración de esta área geográfica.


En lo que interesa a este informe, el artículo 3° transitorio del referido texto legal facultó al Presidente de la República para determinar los límites del Área Metropolitana, sus provincias y comunas, pudiendo readecuar sus territorios y crear nuevas comunas.


En el ejercicio de esa facultad se dictó el D.F.L. N° 1-3.260, de Interior, de 1981, que fijó los límites de la Región Metropolitana y creó nuevas comunas.


A su turno, la ley N° 18.294 estableció normas y otorgó facultades para la instalación de las nuevas municipalidades creadas en la Región Metropolitana. El artículo 2° de este texto legal autorizó al Presidente de la República para que dentro de determinado plazo -un año contado desde el 3 de febrero de 1984-reestructurara y fijara las plantas de la municipalidades de la Región Metropolitana de Santiago y las de las comunas creadas por el D.F.L. N° 1-3.260, de 1981.


La referida norma autorizó también al Jefe del Estado para, en el mismo plazo, suprimir en las nulidades en que se redujo territorios o servicios que pasaron a una nueva corporación, los cargos correspondientes, caso en el cual los funcionarios que servían los empleos suprimidos se traspasaban a las plantas de los nuevos municipios. Finalmente, esta disposición consigna limitaciones en resguardo de las remuneraciones de los empleados afectados por las reestructuraciones  y traspasos de personal.


En virtud de las facultades otorgadas por esta ley, el Ejecutivo dictó los decretos con fuerza de ley números 1-18.294 y 2-18.294, ambos de 1984, mediante los cuales  se  establecieron las  comunas  de San Ramón,  La Pintana, Lo Prado, Cerro Navia, Peñalolén, Macul y Estación Central.


La facultad conferida al Presidente de la República en virtud de la citada ley N° 18.294, y para las materias ya señaladas, fue renovada por el plazo de un año, contado desde el 2 de febrero de 1985, mediante la ley N° 18.382. La letra c) del artículo 65 de este texto legal agregó, además, cuatro nuevos artículos a la referida ley N° 18.294. El primero de ellos dispone que las municipalidades originarias que hayan tomado a su cargo la atención de servicios públicos traspasarán en el plazo de un año a las municipalidades que de ellas se deriven, los servicios públicos y sus bases ubicadas en el territorio   jurisdiccional de estas últimas. Este plazo se contará desde la instalación del nuevo municipio.


La segunda de dichas disposiciones establece el procedimiento para efectuar el traspaso de los servicios, consistente en la celebración de un convenio entre ambos municipios que debe contener una descripción circunstanciada del servicio de que se trate, consignando, además, los derechos y obligaciones que el respectivo Ministerio señaló a la municipalidad originaria; una relación e identificación completa de los activos muebles e inmuebles que se   transfieran   con   motivo  el  traspaso del servicio, y una nómina y régimen del personal, el cual conserva frente al nuevo empleador su contrato de trabajo.


Los dos últimos artículos agregados en virtud de la ya señalada letra c) del artículo 65 de la ley N° 18.382 a la ley N° 18.294, regulan la transferencia de los bienes muebles e inmuebles desde las municipalidades originarias a las nuevas. Por lo que hace a los muebles, éstos deben consignarse en un inventario detallado para que se incorporen al patrimonio del nuevo municipio y, respecto de los bienes raíces, la transferencia se efectúa a título legal y gratuito, mediante la inscripción que se practicará en el respectivo Registro del Conservador de Bienes Raíces, con el solo mérito de copias autorizadas del convenio y de los decretos alcaldicios que lo aprueben. Lo mismo rige para la transferencia de los vehículos motorizados para anotarlos en el Registro pertinente.


Finalmente, conviene hacer presente en este acápite que antes del vencimiento del plazo otorgado por la ley  N° 18.382 (un año contado desde el 2 de febrero de 1985, según se ha dicho), se dictó la ley N° 18/482, en cuyo artículo 66 se prorrogó por un año más, contado desde el 2 de febrero de 1986, la facultad concedida por el artículo 2° de la ley N° 18.294, renovada por la ley N° 18.382, en lo que se refiere a las comunas originarias de Santiago,  Conchalí, San Miguel, Maipú, La Cisterna, San Bernardo y Las Condes, y a las comunas creadas por el D.F.L. N° 1-3.260, de 1981, de Independencia, Recoleta, Huechuraba, Pedro Aguirre Cerda, San Joaquín, Cerrillos, Lo Espejo, El Bosque, Vitacura, y Lo Barnechea.

2.- Descripción del proyecto


El proyecto en informe, aprobado en primer trámite constitucional por la H. Cámara de Diputados, está estructurado en tres artículos permanentes.


El articulo 1° faculta al Presidente de la República para determinar, en el plazo de un año y a proposición del Ministerio del Interior, los límites de las comunas que aún no han sido instaladas y que son Independencia, Recoleta, Cerrillos, Lo Barnechea, Vitacura, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, El Bosque y Huechuraba.


El artículo 2° renueva por el plazo de un año contado desde el 21 de mayo de 1990, la facultad que al Presidente de la República le concediera el artículo 2° de la ley N° 18.294, renovada por el artículo 66 de la ley N° 18.382, respecto de las comunas creadas por el D.F.L. N° 1-3.260, de 1981, y aún no instaladas. (Esta facultad se refiere a la reestructuración de plantas y traspaso de personal, ya señalados).

Finalmente, el artículo 3° faculta al Jefe del Estado para determinar la forma y el tiempo de constitución de estas municipalidades, el que no podrá exceder de los tres años.

3.- Discusión del proyecto.


En consideración a los antecedentes legales a que nos hemos referido y los fundamentos de la moción, en el sentido de que gran parte de las nuevas comunas creadas en la Región Metropolitana se han constituido por la vía de la facultad delegada, y el interés manifiesto de los habitantes de estas comunas en orden a que ellas queden efectivamente instaladas, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, acordó prestar su aprobación a este proyecto en los mismos términos en que fue despachado por la H. Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, a proposición del Ministerio" del Interior, determine definitivamente los límites de las comunas creadas por el D.F.L. N° 1-3.260, de 1981, y que aún no han sido instaladas (Independencia, Recoleta, Cerrillos, Lo Barnechea, Vitacura, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, El Bosque y Huechuraba).


Artículo 2°.- Renuévase, por el plazo de un año a contar del 21 de mayo de 1990, la facultad concedida al Presidente de la República por el artículo 2° de la Ley N° 18.294 y renovada por el artículo 66 de la Ley N° 18.382, en lo que se refiere a las comunas creadas por el D.F.L. N° 1-3.260, de 1981, y aún no instaladas.


Artículo 3°.- El Presidente de la República tendrá la facultad de determinar la forma y el tiempo de constitución de estas municipalidades. Dicho plazo no podrá exceder a los tres años.".


Sala de la Comisión, a 24 de julio de 1990, acordado con asistencia de los HH. Senadores señores Núñez (Presidente), Frei (señora Carmen), Huerta, Ríos y Ruiz De Giorgio.

MARIO TAPIA GUERRERO

Secretario

